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  PROPUESTA MODIFICACIÓN/ENMIENDAS ARTICULADO DEL 
ANTEPROYECTO DE LEY DEL MARCO REGULADOR DE LAS ÁREAS DE 
PROMOCIÓN ECONÓMICA DE LA COMUNIDAD FORAL NAVARRA (APE) 

 
 
 
1.- Antecedentes: 
 

Las empresas asociadas a ACES (supermercados del Grupo Carrefour, del Grupo Eroski, del 
Grupo Auchan Retail, del Grupo El Corte Inglés y supermercados LIDL) tienen una gran 
presencia en la Comunidad Foral de Navarra, cuentan con 116 supermercados, nuevos 
proyectos de apertura y expansión, y algunas de ellas, con importantes almacenes logísticos. 
ACES, forma parte del Consejo de Comercio de Navarra y colabora con la administración foral 
en distintas áreas y materias para la mejora de la actividad comercial. 
 
Se ha tenido conocimiento del anteproyecto de Ley del marco regulador de las áreas de 
promoción económica de la Comunidad Foral Navarra y dentro del plazo previsto al efecto se 
realizan las consideraciones recogidas en este informe con el fin de mejorar la regulación 
proyectada. 

 
2.- Consideraciones generales: 
    

La intención del anteproyecto de Ley, según se declara en su Preámbulo, es posibilitar la 
creación de Áreas de Promoción Económica en el territorio de la Comunidad Foral con la 
finalidad de promover iniciativas económicas que comporten la revitalización de los centros 
urbanos, así como la mejora y promoción de otros entornos, como los polígonos industriales o 
zonas turísticas, entre otros, a través de la adaptación del modelo de los distritos comerciales 
o BIDs1, como un instrumento de demostrada eficacia para contribuir al desarrollo económico 
de la zona donde actúan. 
 
Las Áreas de Promoción Económica se plantean no solo como un instrumento para fomentar y 
desarrollar económicamente los centros comerciales abiertos urbanos, sino que su objetivo es 
más ambicioso. Con ellas se pretenden abordar los nuevos desafíos urbanísticos que encaran 
los municipios navarros y afrontar los problemas ambientales derivados de la descentralización 
urbana. 
 
Desde otro punto de vista se podría entender que su creación es una expresión de un fallo del 
gobierno local, en la medida en que reemplazan al municipio en la prestación de servicios 
públicos,–sostiene Mallet (1994: 284). 
 
Puesto que el poder público hace dejación de sus funciones, la iniciativa privada sustituye a la 
iniciativa pública, en una suerte de privatización por desgaste o encubierta. Ahora bien, no 

                                                 
1 Ver entre otros: 
"Business Improvement Districts": Una nueva forma de colaboración público-privada para la revitalización 
socioeconómica de áreas urbanas. Miguel Bratos Martín. Política y Sociedad. Vol 50, No 1 (2013). Universidad 
Complutense de Madrid 
Espacios públicos gobernados privadamente. Helena Villarejo Galende. Papeles de relaciones ecosociales y cambio 
global. Nº 101. (2007) 
Colaboración público-privada para la revitalización de espacios urbanos: la introducción de los Business Improvement 
Districts en el ordenamiento jurídico español. Helena Villarejo Galende. Revista de gestión Pública: volumen III, 2014 
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debe olvidarse que los BIDs son agentes públicos, creados por designación municipal 
precisamente para rellenar los vacíos dejados por una prestación ausente o deficiente de 
servicios públicos en aquellas municipalidades incompetentes o ineficaces. En este sentido, 
representan claramente un cambio en la forma de gobernar de la ciudad, basada en la 
coalición entre los actores públicos y privados.  
 
En España, son varias las administraciones públicas, entidades privadas y partidos políticos 

que en los últimos tiempos –motivados, sin duda, por las acuciantes necesidades de 

financiación derivadas de la crisis– vienen manifestando interés por las posibilidades de 

desarrollo de este modelo en España. 

Los BIDs han sido creados para imponer el pago de tasas adicionales y son los empresarios y 

propietarios sujetos a la nueva imposición los que lideran su constitución (Briffault 1999: 366). 

Para los gobiernos locales, los BIDs ofrecen un mecanismo de financiación y de mejora de los 

servicios locales prestados en el área, sin necesidad de elevar los impuestos generales2. 

 3.- Consideraciones Particulares: 

Desde este punto de vista, se considera que para que una figura como la pretendida pudiera 
ser efectiva, serían cuanto menos necesarias e imprescindibles el cumplimiento de las 
siguientes premisas: 

 
• En primer lugar, la existencia de una zona realmente singular. No todas las zonas o 

distritos tienen aspectos singulares y distintos para poder constituirse en BID. 
Realmente se debe tratar de zonas bien diferenciadas en las que haya una alta 
intensidad de oferta de servicios de comercio, restauración, ocio y servicios al 
ciudadano y que además esta oferta sea diferencial, bien por la tradición, la 
ubicación, o la concurrencia de circunstancias propias y específicas.  

• Además, a semejanza de los centros comerciales cerrados, la oferta comercial y de 
servicios del BID tiene que tener elementos tractores claramente definidos para la 
afluencia de clientes. Desde este punto de vista, si bien no resultará posible en la 
misma medida que en los centros comerciales asegurar el cumplimiento de pautas 
comunes, sí tendría que garantizarse una coherencia en cuanto al objetivo de 
promocionar y dinamizar la zona promoviendo actividades promocionales, ofertas 
de servicios, amplitud horaria, etc. que favorezca a las actividades incluidas en el 
BID. 

• La implicación real con el proyecto y su financiación de unas mayorías muy 
cualificadas, de manera que los operadores se vean identificados y no discriminados 
por el proyecto, ya que otro modo no se conseguirían los objetivos previstos. 

• Una gestión profesional y eficiente, a modo de la gestión de los centros 
comerciales, en las que sea posible una transparencia en la rendición de cuentas a 
los partícipes. 

• Una implicación de las autoridades municipales, en el proyecto con el objetivo de 
garantizar un nivel de excelencia en la prestación de los servicios públicos (limpieza, 
seguridad, transporte,…) y facilitar la tramitación de licencias para nuevas 
aperturas, obras, cambios de rótulos, implicación en la gestión de solicitudes de 
ZGATs, etc.  

 

                                                 
2 Revista Gestión Pública. Volumen III, nº 2 Julio-Diciembre 2014: “Colaboración público-privada para la revitalización de 
espacios urbanos: La introducción de los Bussines Improvement Districts en el ordenamiento jurídico español” 
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Ciertamente la legislación de régimen local no contempla la puesta en funcionamiento de este 
tipo de entidades, por lo que es necesario habilitar un marco normativo específico. En la medida 
en que a través de la regulación del BID se estaría interfiriendo en el ejercicio de la actividad 
comercial sería preciso garantizar adicionalmente que se cumplen con los principios de la 
Directiva 2006/123/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 2006, 
relativa a los servicios en el mercado interior3, para justificar las restricciones o imposiciones a 
aquellos que no quisieran estar incluidos en la misma.  Esto exigiría: 

 
• Justificar la normativa en una razón imperiosa de interés general. Habría que hacer 

una reflexión profunda para entroncar la propuesta con algunas de las 
justificaciones que se recogen en el considerando 40 de la directiva citada. 

• Justificar que la regulación es proporcionada, es decir que va directamente dirigida 
a conseguir el objetivo fijado sin introducir restricciones que excedan de este fin y 
justificando que es la solución menos onerosa para los afectados. 

• Testar que la regulación no contiene aspectos discriminatorios. 
 

 
Se podría elaborar una regulación básica de carácter estatal, circunscrita al establecimiento de 

los requisitos mínimos. Puesto que el asunto abordado es fundamentalmente de carácter 

municipal, podría introducirse este nuevo instrumento en la Ley N.° 7/1985, de 2 de abril, 

Reguladora de las Bases del Régimen Local (LRBRL). Se trata de una Ley Básica y, por lo tanto, 

debe limitarse a garantizar un común denominador normativo a partir del cual las comunidades 

autónomas ejerzan sus competencias, garantizando una regulación esencial y necesaria para 

proteger el interés general (Sentencias del Tribunal Constitucional [SSTC] N.° 48/1988 y N.° 

49/1988, de 22 de marzo, N.° 182/1988, de 13 de octubre, y N.° 227/1988, de 20 de 

diciembre). Más allá de eso, sería un exceso. En consecuencia, la regulación básica estatal se 

limitaría a garantizar un común denominador normativo a partir del cual las comunidades 

autónomas podrían ejercer sus competencias, garantizando una regulación esencial y necesaria 

para proteger el interés general. A su vez, los ayuntamientos aprobarían ordenanzas 

reguladoras y cada entidad establecería sus normas detalladas de funcionamiento en sus 

propios Estatutos4. 

En consecuencia, de acuerdo con estas consideraciones previas cabe hacer las siguientes 
reflexiones: 

 
1. La propuesta de anteproyecto de Ley prevé que exista una Junta Directiva a la que le 

corresponde la alta gestión del APE formada por personas físicas privadas, pero en la 
que tendrá presencia y participación el Ayuntamiento, realice o preste a su costa 
actuaciones y servicios de interés general para promoción y mejora del APE. Se 
entiende que la prestación de los servicios públicos es obligatoria por parte de los 
ayuntamientos, por lo que la aprobación de la APE no puede obviar las obligaciones 
del ayuntamiento en esta área. 
 

2. El anteproyecto determina que los ingresos deben destinarse a los gastos en que 
incurran en la realización de las actividades que les son propias. Dentro de las 

                                                 
3 Incorporada al derecho interno por Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de 
servicios y su ejercicio y otras normas específicas. 
4 Revista Gestión Pública. Volumen III, nº 2 Julio-Diciembre 2014: “Colaboración público-privada para la 
revitalización de espacios urbanos: La introducción de los Bussines Improvement Districts en el ordenamiento 
jurídico español” 
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finalidades descritas en el artículo, podemos destacar, algunas propias de la 
administración local, como: 
- La mejora de la calidad medioambiental, de la movilidad y de la sostenibilidad de la 
zona. 
- La mejora de la apariencia del paisaje urbano, mediante el desarrollo de 
actuaciones suplementarias de limpieza, iluminación, señalización, 
ornamentación o mobiliario. 
- La seguridad de los espacios públicos y de los establecimientos, locales y negocios 
de la zona. 
 
Las actuaciones desarrolladas por las APEs, que se entenderán complementarias o 
adicionales a las que realicen las Administraciones Públicas, y por lo tanto, 
concurrentes con estas, pero en ningún caso sustitutivas.  
 

Esta configuración legal no está exenta de riesgos, por confusión o invasión, de las 
esferas propias de actuación del sector privado y del sector público. 

 
3. La forma de delimitar el objetivo del APE, tampoco está exento de polémica ya que 

parte de ellos, podrían ser considerados servicios de competencia local (LBRL), y la 
otra parte considerados servicios de interés privado (promociones publicitarias…). Lo 
cierto es que las APEs, deberían contener actuaciones más enfocadas a la promoción 
y dinamización comercial de la zona mejorando el tráfico de consumidores, la 
experiencia de compra y las ventas, y no a la realización de mejoras cuya 
competencia recae en el Ayuntamiento. Ahora bien, ello comportaría que las acciones 
a desarrollar por la entidad gestora fueran consideradas de interés privado, lo que 
limitaría el ejercicio de potestades de autoridad o recaudatorias por parte de la 
Administración local. 
  

4. Teniendo en cuenta que el objetivo es implicar a los empresarios en la dinamización 
de la zona comercial debería existir en todo caso una responsabilidad directa en 
todos los potenciales beneficiarios de las acciones de dinamización y una estricta 
proporcionalidad entre derechos políticos y obligaciones económicas, de manera que 
ninguno de ellos pudiera invocar discriminación. La forma de financiación de este tipo 
de entidades, no debería ser a través de la creación de un nuevo tributo, sino a 
través del sistema de financiación de las Comunidades de Propietarios, en la que se 
establece la obligación de cada propietario de contribuir, de acuerdo con la cuota de 
participación en la propiedad. Igualándose así los derechos políticos con las 
obligaciones económicas. 

 
5. Por último, tampoco está exento de polémica, en la línea de todo lo ya 

avanzado el pago de las cuotas, las que para poder ser recaudadas por la 
Administración y de obligado cumplimiento para todos los afectados estén o no 
adheridos a la Entidad, han sido hábilmente consideradas prestaciones 
patrimoniales de carácter público no tributario; pagos coactivos, no retributivos 
(ya que no estamos ante el pago de una tasa por uso de actividad) y afectado a 
una finalidad determinada de interés universal que debe estar previamente 
recogida en una norma  (según ha dictaminado en varias sentencias nuestro TC. 
Si bien puede tener sentido diseñar un sistema de ponderación específico en 
función del tamaño de los locales al objeto de integrar en el proceso de decisión 
al mayor número de titulares afectados, no tiene sentido establecer un sistema 
distinto de cálculo para los derechos políticos y las obligaciones económicas. Si 
se produce esa disparidad entre derechos y obligaciones se estaría incurriendo 
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en una discriminación injustificada y, por lo tanto, contraria al marco jurídico, tal 
como se ha señalado al principio de este informe. 

 
 

El Tribunal Constitucional (TC) señala que la adscripción obligatoria a una entidad corporativa 

no puede ir acompañada de una prohibición paralela o impedimento de asociarse libremente. 

Esto es, no puede quedar afectada la libertad de asociación en su sentido originario o positivo 

(el límite externo, según la Sentencia del Tribunal Constitucional [STC] N.° 132/1989, de 18 de 

julio). 

Los criterios jurisprudenciales para superar el control de constitucionalidad exige que la 
adscripción obligatoria a estas corporaciones públicas, en cuanto “tratamiento excepcional 
respecto del principio de libertad”, encuentre suficiente justificación, “[…] ya sea en 
disposiciones constitucionales, ya sea en las características de los fines de interés público que 
persigan, de las que resulte, cuando menos, la dificultad de obtener tales fines sin recurrir a la 
adscripción forzosa a un ente corporativo” (SSTC N.° 132/1989, de 8 de julio, N.° 139/1989, de 
20 de julio, N.° 113/1994, de 14 de abril, N.° 197/1994, de 4 de julio, y N.° 106/1996, de 2 de 
junio). 
 
La constitucionalidad de la configuración legal de la entidad quedaría salvada si sus fines no 
pudieran ser atendibles sin necesidad de recurrir a la afiliación forzosa a una corporación de 
derecho público5. 

 
 

4- Conclusiones:  
 

Sin perjuicio de la posible necesidad de dotar a los comerciantes y otros agentes económicos 
de instrumentos para poder mejorar la adecuación del espacio público y de poder influir en la 
mejora de los servicios públicos municipales para la dinamización de la actividad comercial, se 
considera que: 
 
- Resulta imprescindible una evaluación económica de las medidas propuestas en tanto que 

pueden suponer una restricción o una carga al ejercicio de la actividad comercial. 
- La deficiencia en la prestación de los servicios públicos municipales no debe ser en ningún 

caso cubierta por prestaciones adicionales a cargo de los operadores económicos. 
- Resulta contario a la normativa comunitaria o nacional cualquier medida discriminatoria 

como aquellas que suponen un diferente trato entre los derechos políticos de los 
comerciantes en la decisión y gobierno del BID y las obligaciones económicas a 
resultantes.   

                                                 
5 Revista Gestión Pública. Volumen III, nº 2 Julio-Diciembre 2014: “Colaboración público-privada para la 
revitalización de espacios urbanos: La introducción de los Bussines Improvement Districts en el ordenamiento 
jurídico español” 
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